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Quienes esperaban un asomo de autorcrítica en el último discurso presidencial pueden esperar sentados. Alan García no ha hecho sino reafirmar su estrategia. La inauguración del cuarto año de su segundo gobierno encuentra así al Perú en un período de abierta regresión autoritaria. El punto de quiebre han sido los luctuosos sucesos de Bagua el cinco de junio pasado que no han hecho otra cosa que afirmar al gobierno en una senda que no parece tener corrección. De seguir tal cual, este camino lleva a la ilegalización de la oposición democrática y a un escenario electoral el 2011 en el que el pueblo peruano no tenga otras alternativas que las señalen García y sus amigos. 


El mundo al revés que se ha venido construyendo en los últimos años desde medios adictos señala este camino. Ahora resulta que los que defienden la Constitución de 1979 y no el írrito documento de 1993, la economía social de mercado y no el capitalismo salvaje, la transición liderada por Valentín Paniagua y no el golpe de estado del cinco de abril de 1992, son los malos de la película. Se ha pasado así de la criminalización de la protesta social que inició el gobierno de Alejandro Toledo a la criminalización de la oposición política con la suspensión de parte de la bancada nacionalista. Y como ya lo saben los dirigentes amazónicos de la criminalización a la cárcel no hay más que un asunto de procedimiento.


No es esta la primera regresión que sufre el Perú luego del término de la dictadura militar de la década de 1970. El autogolpe de Fujimori y Montesinos en 1992 nos llevó a ocho años de oscuridad que terminaron en noviembre del 2000. Desafortunadamente, Toledo defraudó las esperanzas de sus electores y decidió congelar la transición al continuar el programa neoliberal y limitar los derechos democráticos. García, sin embargo, ha necesitado, para profundizar el reparto de privatizaciones y concesiones, de ir más allá, pasando del congelamiento de la transición a su abierta reversión. La piedra de toque en este sentido es la criminalización de la oposición política. Si sólo pueden ganar elecciones los que piensan como él y los demás no pueden participar simple y llanamente se termina con el pluralismo, componente esencial de cualquier régimen democrático representativo, y se abren las puertas al autoritarismo.

A contrapelo de lo que se señala desde el poder esto nos vuelve a asegurar un lugar a la zaga de América Latina. Con una docena de gobiernos progresistas en la región que profundizan la democracia en un sentido social y con un Presidente de los Estados Unidos como Barack Obama que promete ser menos represivo y más tolerante con las reformas sociales, el gobierno del Perú afirma lo contrario, lejos de la democracia y de los derechos sociales. ¿Será posible evitar que este camino de regresión se convierta en un régimen político distinto de la democracia? ¿Será posible evitar que el capitalismo de amigotes vuelva a capturar el Estado cien por ciento como lo hizo en la época de Fujimori y Montesinos? Esa es la cuestión hoy en el Perú.

